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RESUMEN
Producto de una variedad de causas referibles en último análisis al diseño
macraeconomico que aplicó durante más de una década, pobreza y des-
igualdad aceleraron en años recientes su crecimiento de largo plazo, con-
tribuyendo al desencadenamiento de una crisis política que ya estaba en
gestación desde tiempo antes. Este documento presenta un primer trata-
miento de esa crisis y del modo en que ésta fue procesada. Se afirma que,
en el marco de un deterioro social de largo plazo y de des legitimación
creciente de los principales actores del sistema politico, la adopción a fi-
nes del año 2001 de un conjunto de políticas monetarias y financieras pur
parte del gobierno actuó como detonante de los estallidos sociales que
conducirían a la caida del mismo. Sin embargo, laJalta de proyección po-
lítica de la protesta social creó condiciones para que la crisis fuera proce-
sada, y en lo inmediato superada, por los actores tradicionales del sistema
político. En un escenario de intensa agitación social el diseño de un pa-
quete de políticas asistenciales de emergencia y cambios en el manejo de
algunos instrumentos macroeconámicos demostraron capacidad para con-
tener en lo inmediato las expresiones más virulentas de la protesta social,
difiriendo el tratamiento de las causas sustantivas de la crisis a una ulte-
rior gestión gubernamental surgida del voto ciudadano. En laprimera sec-
ción se sintetiza el enfoque conceptual que enmarca al trabajo. La sección
siguiente presenta los antecedentes y aspectos más relevantes de los acon-
tecimientos recientes. Las conclusiones figuran en la última sección .
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La teoría de la «ciudadanía social» deMarshall se inscribe en esta corriente, al caracterizar al welfare srate que ,
la enmarca como un instrumento y un conjuntode mecanismosde políticaque tiende a compensar la ineficacia :
de la igualdad de derechos legales frente a las desigualdades generadas por la economía de mercado. Sin ~
embargo. Franco (1993, 1994) ha cuestionado con acierto la poca pertinencia riel enfoque de Marshallen .
América Latina.
Como quiera que se la defina, la democracia supone una cierta igualdad entre los
individuos que integran el sistema político de referencia. En su nivel mínimo, se trata
de igualdad ante la ley: una igualdad entre sujetos portadores de derechos, garantías
y obligaciones definidas objetivamente en cuerpos legales y constitucionales. Pro-
ducto originario de las revoluciones burguesas de Occidente, el reconocirrúento de
esta igualdad -inicialmente circunscrito a los varones propietarios- fue considerado
por la teoría política liberal requisito suficiente para compensar las desigualdades
que toda sociedad presenta en materia de ingresos, empleo, educación, condiciones
de salud, prestigio, y otros.
T.a ampliación de este concepto minimalista legal de democracia hasta sus alcan-
ces actuales es el resultado de un proceso histórico de luchas sociales y políticas de
las clases populares, los movimientos de liberación nacional y los movimientos
identitarios. La efectiva universalización de la igualdad de derechos y obligaciones
fue acompañada por la extensión progresiva del principio de igualdad al terreno de
las oportunidades y por lo tanto al acceso a un conjunto amplio de recursos. La idea
de que la democracia debe referirse también a las relaciones sociales forma parte del
modo en que amplios grupos la conceptualizan y la practican en un número creciente
de países. Además del reconocimiento de derechos, libertades y obligaciones iguales,
un régimen democrático implica, desde esta perspectiva, la eficacia del marco insti-
tucional para mejorar, en un sentido de progreso, la calidad de vida de la población.
Se reconoce en la democracia una virtualidad reformadora de la realidad social y
económica e incluso de las relaciones internacionales. En lineas generales ésta ha
sido la concepción democrática de los grandes proyectos políticos que contribuyeron
a darle fisonomía moderna a nuestras repúblicas (Vilas 1999a). I
Ingresos, prestigio, educación, propiedad de activos, manejo de información, son
recursos que los individuos movilizan para tomar decisiones, alcanzar metas, obtener
resultados, modificar su relaciones con otros individuos y grupos, salir adelante en la
vida. Diferencias significativas en el acceso a ellos implican diferencias en recursos
de poder y en eficacia política. La participación política activa que usualmente. se
asocia con el ejercicio pleno de la ciudadanía requiere tiempo libre, manejo de infor-
mación, movilidad espacial, autonomía individual, a los que en sociedades de merca- .
do se accede sólo o fundamentalmente mediante la disponibilidad de recursos econó-
micos. El principio de la igualdad legal típico de la ciudadanía coexiste con, ya:
menudo se ve neutralizado por, una distribución desigual de las condiciones de su •
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ejercicio efectivo: una desigual distribución de las oportunidades por una desigual
distribución de recursos de poder.
Toda sociedad presenta diferencias distributivas en estos y otros aspectos de su
constitución y desenvolvimiento. En principio ello no es obstáculo para el desarrollo
de sistemas políticos democráticos. Las diferencias sociales se tornan desigualdad y
ésta en problema político y en desafio a la democracia ya su sustentabilidad, cuando
van más allá de lo que la gente considera aceptable, vulnerando el sentimiento de
pertenencia a una totalidad social compartida. Este sentimiento es la condición sub-
jetiva básica del mínimo de unidad requerido para la existencia del Estado: sentir y
creer que todos y todas somos parte de 10 mismo, de algo que es común a todos y a
todas. Como señaló Strayer: «Un Estado existe sobre todo en el corazón y en lamente
de su pueblo; si éste no cree que esté allí, ningún ejercicio lógico lo traerá a la vida»
(Strayer 1981:11; también Corrigan & Sayer 1985).
Este sentimiento, o creencia, no surge por arte de magia niexiste en el aire; algún
tipo de evidencia debe darle sustento tangible. Fracturas profundas en el tejido social
conspiran contra su desarrollo y contra su plausibilidad. El primero en señalar este
punto fue Herman Heller en un texto de la década de 1920. Allí Heller planteó la
necesidad de «un cierto grado de homogeneidad social» para la formación de cual-
quier unidad política y en particular para una de carácter democrático. «Hay un cierto
grado de homogeneidad social sin el cual no resulta posible la formación democráti-
ca de la unidad. Esta cesa de existir allí donde las partes del pueblo políticamente
relevantes no se reconocen ya en la unidad política, allí donde no alcanzan ya a
identificarse en modo alguno con los símbolos y representantes del Estado. En ese
momento se ha quebrado la unidad y se toman posibles la guerra civil, la dictadura, la
dominación extranjera» (Heller 1985:262). «Sin homogeneidad social, la más radical
igualdad formal se toma la más radical desigualdad y la democracia formal, dictadu-
ra de la clase dominante» (Ibid, 265).
Investigacionesmás recientes llegana conclusiones similares (por ejemploMidlarsky
1999;Vilas 1998, 1999b). Las enormes distancias en oportunidades y estilos de vida
entre los muy ricos y los muy pobres conspiran contra el desarrollo de sentimientos
frrrnesde solidaridad y de común pertenencia a la respublica. Escenarios sociales de
desigualdadesprofundas y polarización cuestionan la efectiva vigencia de códigos com-
partidos de referentes y significados que hacen posible sentimientos de identidad y de
solidaridadmás allá de los grupos de pertenencia o de identificación inmediatos. Esos
códigos se desarrollan y transmiten a través de procesos sociales e instituciones públi-
casy privadas: escuelas, medios de comunicación, iglesias ... El discurso cívico iguali-
tario de las instituciones democráticas pierde credibilidad ante la evidencia cotidiana
de la desigualdad y la exclusión social. Después de cierto tiempo es dificil para la gente
expulsada o marginada de la educación formal, del acceso a recursos sociales elemen-
tales como la atención en salud, una vivienda decente, y similares, a causa del desem-
pleoy el empobrecimiento, sentirse miembros del mismo conjunto social que aquellos
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2 Una mujer negra, madre soltera, de un barrio pobre de Los Angeles, lo planteó con claridad: «There has lo he
sorne economic and educatíonal justice. We can 't talk about holding hands and being friends when you have a
job and 1don'j». Apud Vilas 1997: 21.
3 Desde esta perspectiva el concepto de injusticia tiene claras vinculaciones con el de explotación: vid por
ejemplo Wright (1994: 21-31).
mucho mejor dotados de las conveniencias de la vida.' A su turno la lealtad a la clase y
al mundo de los negocios o de los consumos globalizados se refuerza en losniveles más
altos de la riqueza y el poder. De manera progresiva las élites pierden vínculos materia-
les y simbólicos con un país en particular o con una ciudadanía determinada (Sklair
2001). Ladesconfianza recíproca y el prejuicio social o racial toman cuerpo en escena-
rios de agudas desigualdades socioeconómicas.
Todas las sociedades, aún las más complejas, se basan en sistemas implícitos de
reciprocidades; ellas constituyen el referente último de lo que la población percibe
como justo y legítimo (Parkin 1971; Moore Ir. 1978; Kertzer 1988). En todas el1as
existe lo que Carlos Franco denominó «principio de desigualdades socialmente acep-
tadas». Este principio sintetiza la convergencia de tres aspectos: 1) las demandas y
expectativas democráticas de la ciudadanía, y en particular lo que ésta considera que
son sus derechos frente al poder institucionalizado en el estado, 2) la dinámica del
mercado capitalista y su impronta generadora de desigualdades, y 3) la eficacia del
poder político para limitar cualquier tamaño de la desigualdad producida por el orden
económico que sea incompatible con la gestión política de los conflictos, y extender,
con los recursos proveídos por el orden económico, todos los derechos de ciudadanía
que no pongan en cuestión las garantías básicas a la propiedad del capital y el funcio-
namiento del mercado. Cuando este principio resulta vulnerado -sea por un aumento
de la desigualdad, por la generación de desigualdades en nuevos ámbitos de la vida
social, °con características nuevas, o por la ineficacia o desinterés del poder políti-
CO-, y esa vulneración no va acompañada de nuevos argumentos que den una justifi-
cación aceptable de las nuevas dificultades o sufrimientos que se viven, se genera en
los individuos y grupos negativamente afectados un sentimiento de injusticia.
El surgimiento de nuevas desigualdades o la profundización de las existentes por
encima de los niveles hasta entonces justificados y tolerados -por ejemplo, la exten-
sión de la jornada de trabajo, una reforma tributaria desigualmente regresiva, la re-
ducción de los salarios nominales, etcétera- plantea a los afectados una pérdida de
equivalencia en la red de intercambios sociales, entre 10 que se entrega a la comuni-
dad, a la empresa o al Estado -en trabajo, esfuerzos, obediencia, respeto, ahorros,
impuestos ...- y lo que se recibe a cambio -salario, educación, salud, seguridad, o
cualquier otra cosa que se considere valiosa-. Cuando el Estado auspicia o tolera
estas modificaciones y no se dispone de argumentos justificatorios de la nueva situa-
ción, ésta se vive como injusticia, y en consecuencia como ilegítima.'
La desigualdad social puede aumentar como efecto de causas variadas: crisis
económicas, guerras, catástrofes naturales, e incluso por efecto, intencional o no, de
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4 La primera situación se hahria configurado, por ejemplo, en México durante la segunda mitad de la década de
1980 e inicios de la siguiente (Boltvinik 1994; Pánuco-Laguette y Székely 1997) y en Argentina en años
recientes (Frenkel y González Rozada 2001). En ambos casos, aumentos absolutos en materia de pobreza se
conjugaron, a través de importantes transferencias de ingresos «hacia arriba», con significativas mejoras adi-
cionales en la captación de recursos por los grupos mas encumbrados. En la misma época Chile se habría
ubicado en c·1 segundo caso. Apoyadas en un sostenido crecimiento del producto, las políticas gubernamentales
de la Convergencia Democrática tuvieron éxito en la reducción de la pobreza, pero carecieron de impacto
relevante en una reducción de los niveles de desigualdad; estos se mantuvieron o incluso registraron incremen-
tos fundamentalmente por efecto de la dinámica del mercado y de algunas dimensiones <.le la política económi-
ca. Las inercias del diseño macroeconómico de las décadas previas ejercieron asimismo una fuerte influencia
regresiva (Cowan y De Gregorio 1996; Contreras 1996; De Gregorio el al. 2001). La tercera situación se habría
configurado en Argentina a lo largo de 2002; en un contexto de generalizado deterioro de las condiciom:s de
vida, los grupos de ingresos más altos perdieron en términos relativos considerablemente menos Queel resto de
los niveles. Sobre esto se regresará en la sección siguiente.
acciones gubernamentales -Ia denominada «política de la desigualdad»; (Chalmers,
Vilas et al. 1997; Tilly 2000). En lo que refiere estrictamente a la desigualdad
socioeconómica (ingresos, propiedad de activos, etcétera) el incremento puede mani-
festarse en alguna de tres maneras: 1)cuando las ganancias de los grupos más acomo-
dados de la sociedad van de la mano con pérdidas de los sectores más pobres; 2)
cuando todos los sectores incrementan sus respectivas posiciones en términos abso-
lutos, pero los grupos más acomodados lo hacen en mayor proporción que el resto; 3)
cuando, en el marco de un deterioro generalizado de los ingresos, los grupos más
empobrecidos pierden proporcionalmente más que el resto."
En todos los casos alteraciones bruscas en el patrón existente de desigualdades
tienden a generar tensiones fuertes en los sistemas políticos, sean éstos democráticos
o no. La velocidad del cambio puede ser tan importante, y en ocasiones aún más
importante, que la magnitud del mismo (Hirschman 1973; Vilas 1994:7passim). Cam-
bios de ritmo vertiginoso en las relaciones sociales y su patrón de desigualdades
hacen dificil la adaptación a las nuevas situaciones y, sobre todo, la formulación y
aceptación de nuevas argumentaciones orientadas a justificarlas. La gente pierde su
ubicación previa más rápido de lo que consigue una nueva. Usualmente esto se pre-
senta asociado a un incremento importante en los sentimientos de inseguridad que
debilita la confianza de los grupos afectados en las instituciones políticas y otras
expresiones de autoridad.
Dos mil quinientos años atrás Aristóteles ubicó en la desigualdad la causa de las
sublevaciones. Su proposición ha sido corroborada por una gran variedad de estudios
(por ejemplo Davies 1962, Gurr 1970, Snyder 1978, Aya 1979, Midlarsky 1988,
Goldstone 1998, etc.). Pero la relación entre desigualdad y violencia política no es
directa ni mecánica. Se encuentra mediada por el plexo de valores, expectativas,
actitudes y comportamientos predominantes en la sociedad, reproducido y reforzado
por un conjunto amplio de prácticas y agencias públicas y privadas: por ejemplo el
sistema escolar, los medios de comunicación, las iglesias, la familia y otros grupos de
5 Cernroarnéríca ofrece una buena ilustración al respecto. La explicación de que en Costa Rica y Honduras no se
hayan desarrollado procesos de lucha política armada corno los que tuvieron lugar en El Salvador, Guatemala
y Nicaragua no se debe tanto a la ausencia de determinadas influencias ideológicas, subordinaciones a intere-
ses externos o diferencias profundas en aspectos estructurales (tenencia de la tierra, pobreza campesina. u
otros), sino a la receptividad de sus sistemas políticos a las demandas de los grupos socialmente más vulnera-
bles -incluyendo su derecho a la organización gremial y política- y a su eficacia para poner coto a algunas
demandas de las clases propietarias (Vílas 1994).
pertenencia, etcétera. Frente a situaciones críticas existe siempre un repertorio de
respuestas posibles; la opción por una respuesta específica depende de un arco am-
plio de factores. La relación entre cambios en la desigualdad y comportamientos
colectivos se procesa a través del tamiz de un conjunto de elementos culturales, polí-
ticu-institucionales y de desarrollo: las tradiciones culturales y de acción colectiva de
los diferentes actores, sus experiencias previas, la calidad de las instituciones políti-
cas y su mayor o menor receptividad y eficacia frente a la formulación de demandas
sociales de sentido cruzado, los temas involucrados, la magnitud y características de
los recursos en juego, coyunturas internacionales, etcétera (Hirschman 1977;Muller
1985, 1988; Muller & Selligson 1987;Tarrow 1994; Jenkins & Klandermans 1995;
Goodwin 1998; Midlarsky 1999:231 y sigs; Vilas 2002a).
El modo en que la desigualdad se vive y las actitudes colectivas ante ella depen-
den en gran medida de la calidad del sistema político. Las democracias administran
mejor lasdesigualdades que los regímenes autoritarios.Un régimendemocrático cuenta
con recursos y procedimientos institucionales para moderarlas o eliminarlas, yadmi-
te la libertad de organización orientada a tales efectos.' Pero, igual que en todos los
órdenes de la vida, las promesas y los discursos, para alcanzar y conservar verosimi-
litud, deben ser abonados por hechos verificables. Persistencia o incremento de la
desigualdad social sin respuestas materiales o simbólicas compensadoras de parte
del poder político generan en el mediano plazo un deterioro de la ciudadanía y
deslegitiman a la postre al propio sistema político como ámbito consensuado de pro-
cesamiento de demandas y gestión de conflictos.
La ampliación de la distancia entre derechos y libertades formales y derechos
y libertades efectivas, entre igualdad legal e igualdad de oportunidades, conspira
contra la calidad de la democracia y de la ciudadanía. El paradigma liberal del
individuo soberano de si mismo y de su circunstancia, decidiendo en nombre de
la voluntad general los mejores destinos del país o de su comunidad, cede ante la
persistencia o 'la reaparición del clientelismo y el patronazgo, la impunidad de
los poderosos, la intolerancia, la manipulación de las voluntades. Por su lado la
insistencia del sistema político, a 10 largo del tiempo, en tomar decisiones que
sistemáticamente excluyen las demandas de sectores amplios de la población,
reduce la confianza de éstos en la eficacia de dicho sistema para avanzar sus
propias propuestas y antes o después conduce a un descrédito institucional y a la
búsqueda de vías alternativas para el logro de los objetivos. Como advirtió
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6 Son ilustrativas en este sentido las encuestas anuales de la organizació» Laíinobarómctro. Ellas registran en
años recientes en América Latina nna caída en la valoración de la democracia y en (as manifestaciones de
apoyo a la misma, junto con una tendencia a priorizar al desarrollo económico. En 200 l solamente 48% de los
entrevistados manifestó preferencia por la democracia (entendida básicamente como la celebración periódica
de elecciones periódicos. limpias y transparentes) vs el autoritarismo, frente a 62% en 1997-2000; el grado de
satisfacción con la democracia bajó de 41% en 1997 a 37% en 1998-2000 y 25% en 20()L Vid
v{ww.latinobaromctro.o.rg
La crisis argentina reciente confirma las proposiciones formuladas en la sección pre-
cedente. En un marco de largo plazo de persistente deterioro social, un conjunto de
políticas gubernamentales agravaron la magnitud de la crisis de la economía y acen-
tuaron su impacto sobre los segmentos medios y más empobrecidos de la población,
incluyendo a sectores que hasta entonces habían logrado mantenerse relati vamen te al
margen. Se acentuó el efecto de exclusión social de las po.iticas económicas y socia-
les ejecutadas por un gobierno nacional que había sido elegido por sus promesas de
introducir cambios profundos en el diseño macroeconómico y en la distribución de
ganancias y pérdidas. Al agravamiento de las penurias económicas se sumó la frus-
tración de muchas expectativas políticas, creándose condiciones favorables a la ex-
plosión social que contribuyó decisivamente a la caída del gobierno presidido por
Fernando de la Rúa.
2.DESIGUALDAD, EMl'OBREClM[ENTOy CRISIS POLíl'JCA
Tocqueville hace un par de siglos, ningún Estado puede sostener a la larga un
gobierno democrático cuando las principales fuentes de prosperidad económica
están desigualmente distribuidas entre sus ciudadanos.
La pérdida de legitimidad del sistema político y el deterioro de la ciudadanía
tienen Jugar tanto «hacia abajo» como «hacia arriba», por más que la mayor parte de
la literatura de los últimos años presta más atención al modo en que la ciudadanía se
deteriora o metamorfosea en el mundo de la pobreza que al desarrollo de un proceso
homólogo en el de la riqueza. A su tumo este sesgo es parte del enfoque predominan-
te en los análisis de la pobreza auspiciados por algunos organismos financieros mul-
tilaterales, que insisten en ver a ésta como una situación susceptible de ser enfocada
en sí misma, y no como un proceso social cuya comprensión requiera la considera-
ción simultánea del mundo de la «no-pobreza» y de las relaciones que se desenvuel-
ven entre uno y otro (por ejemplo BID 1998; World Bank 2001). El sentimiento de
pérdida de eficacia que se registra frecuentemente en algunos de los segmentos más
empobrecidos es paralelo al desarrollo de sentimientos de impunidad y ostentación
en las élites más encumbradas; el desprestigio de la política como vía para alcanzar
objetivos es también parecido, bien que por motivos y con manifestaciones diferen-
tes, en ambos extremos de la pirámide social (Vilas 1997, 1998). Lomismo que el
medioambiente, cuando la democracia se degrada. se degrada para todos,"
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7 Más de dos tercios del crecimiento del gasto público total del gobierno nacional durante la década del noventa
se debe al pago de los intereses de la deuda externa, y casi un tercio más a la transferencia de fondos de
jubilaciones y pensiones. Los pagos por concepto de intereses se incrementaron 275% en valores reales (Vaca
y Cao 2001).
La apertura asimétrica de la economía desde inicios de la década de 1990 en el marco
del esquema de convertibilidad monetaria, la amplia desregulación de la actividad
económica y financiera y el persistente retraso del tipo de cambio estimularon la
acumulación de fuertes déficit externos, la desindustrialización y la desarticulación
de las cadenas productivas, así como el crecimiento del desempleo abierto y el
subcmpleo, la caída de los salarios reales y el aumento del número de hogares en
condiciones de pobreza. El sistema de precios relativos privilegió al sector de bienes
no transables (sobre todo servicios básicos, transportes y comunicaciones a cargo de
empresas privatizadas) y conspiró contra una reactivación exportadora como la quc
usualmente recomiendan los organismos financieros multilaterales. Los efectos que
podrían haberse derivado de las elevadas tasas iniciales de crecimiento del producto
y de la productividad fueron apropiados de manera excluyente por los grupos más
concentrados de la economía y los que participaron de las privatizaciones de las
empresas del Estado. La participación de los asalariados en el producto total cayó a
los niveles más bajos de la historia estadística nacional, mientras crecía el desempleo
abierto. Dependiendo el funcionamiento del esquema macroeconómico de un cre-
ciente endeudamiento público externo, elmantenimiento del gasto público bajo es-
tricto control se convirtió en objetivo de creciente prioridad a medida que la econo-
mía se desaceleraba y entraba en una fase depresiva.
El régimen de convertibilidad, al atar la emisión monetaria al volumen de reser-
vas en la divisa adoptada como referencia (el dólar estadounidense) determina que
todo aumento de la masa monetaria debe llevarse a cabo vía crecimiento de las reser-
vas convertibles; en consecuencia, el crecimiento del producto evoluciona paralela-
mente al crecimiento del endeudamiento externo, dadas las rigideces del esquema
macroeconómico para dinamizar las exportaciones. La estatización de la deuda ex-
terna corno parte del régimen de convertibilidad transformó a los pagos de intereses
en el rubro principal del gasto público, generando una fuerte tensión entre la política
de manejo del endeudamiento externo y la meta del equilibrio fiscal. A esto debe
agregarse el impacto fiscal de la privatización del sistema de pensiones y jubilacio-
nes, que traspasó a las empresas Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pen-
siones (AFJP), libre de interés, la recaudación previsional, agravando el problema
del desbalance fiscal planteado por los servicios del endeudamiento público.'
Mayor que el crecimiento de la deuda pública ex.terna fue el de la deuda externa
privada. Sin embargo durante toda la década de 1990 la capacidad del sector privado
El trasfondo macroeconomico
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de generar divisas (vía endeudamiento externo y vía exportaciones) ha sido menor
que el valor de los capitales que exporta. La diferencia es aportada por el Estado a
través de su propio endeudamiento. Esto explica que el crecimiento de la deuda total
corra paralelo con la evolución de la fuga de capitales al exterior, y avala la afirma-
ción de que una de las finalidades del abultado endeudamiento estatal, muy por enci-
ma de sus propias necesidades de divisas, es el fmanciamiento de la exportación de
capitales por el sector privado (FIDE 2000; Basualdo y Kulfas 2000; Vilas 2002b).
El Estado fue así instrumentalizado en función de un nuevo estilo de acumulación
en clave financiera y de las consiguientes transformaciones en la estructura de poder.
En particular, cambió el modo de su relacionarniento con los actores de la sociedad y
con el sector externo, que devino crecientemente internalizado. En efecto: parte impor-
tante del endeudamiento público de corto plazo es externo en cuanto está denominado
en divisas convertibles, pero los tenedores de los bonos son actores domiciliados en el
país: AFJP, bancos y otros actores del sistema financiero (Schvarzer 2002).
La vulnerabilidad de la economía argentina, que se manifestaba desde 1995, se
hizo más evidente a partir de 1998. La acumulación de saldos negativos en las
cuentas externas alimentó un creciente retraso en el tipo de cambio que contribuyó
a la generación de mayores déficit externos. El agotamiento del proceso de privati-
zaciones marcó el fin del periodo de fluido ingreso de recursos líquidos externos;
en adelante el acceso a divisas requerido para alimentar el mecanismo de la
convertibilidad dependió de la capacidad de endeudamiento en mercados de capi-
tales sólo accesibles a tasas más altas a medida que el endeudamiento se
incrementaba. Por su lado el encarecimiento del crédito en el mercado doméstico
vulneró adicionalmente las perspectivas de sobrevivencia de las fmnas que care-
cían de vinculaciones con los grupos más concentrados y con dinámicas articula-
ciones externas, o con las de propiedad foránea.
Con la desaceleración del crecimiento en 1998 y el inicio de la recesión en 1999
la fuga de capitales del sistema financiero se aceleró hasta adquirir características de
estampida en 200 l. Las características del esquema de convertibilidad, los compro-
misos asumidos durante toda la década con los organismos multilaterales de crédito
en el marco del «Consenso de Washington», y la ideología económica predominante
en los elencos gubernamentales, llevaron a las sucesivas administraciones de Carlos
Menem y Fernando de la Rúa a encarar los crecientes problemas en términos de una
crisis fiscal, tomando al síntoma por causa. Las condicionalidades impuestas por los
organismos financieros y el enfoque monetarísta predominante, más la necesidad del
Estado de acudir a los mercados externos para conseguir financiamiento adicional,
confluyeron en la prioridad asignada a los compromisos con los acreedores externos
a expensas de la inversión en infraestructura y en servicios sociales y de los acreedo-
res locales. El ajuste fiscal permanente, en niveles decrecientes de actividad, empleo
y bienestar, fue así uno de los aspectos más visibles de la segunda mitad de la década
de 1990 que se trasladó al inicio de la siguiente.
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8 Argentina presenta incluso un exceso comparativo de desigualdad; vale decir, niveles de desigualdad social Ola-
yores que los de sociedades latinoamericanas con niveles de producción e ingreso considerablemente inferiores, o
en comparación a sociedades europeas de similar nivel de desarrollo (Vilas 1999a, cuadro 1).
Un ingrediente importante de la siruaci6nargentina en los últimosdoce años es que el
crecimiento de la desigualdad, la pobreza yel desempleo fuerelativamente independiente
del ciclo económico Los periodos de crecimiento del producto no tuvieron impacto sen-
sible en el mejoramiento de la distribución, la reducción de la pobreza o la elevación del
nivel de empleo. El crecimiento del producto y alzas en la productividaddel trabajo no se
tradujeroo en una mejoría proporcional de la distribuci6n de sus fiutos. Cuando el pro-
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EVOLUCiÓN DE LA DISTRIBUCiÓN na INGRESO DE LOS HOGARES, 1974-2002*
[EN % DEL INGRESO TOTAL]
El Gráfico 1muestra la evolución de largo plazo de la desigualdad social enArgenti-
na y su agravamiento en años recientes. Las causas de esta persistencia son varias y
tienen diferente gravitación en distintos subperiodos. Existe acuerdo en que la mayor
desigualdad en la década de 1990 es un efecto de la estrategia macroeconómica adop-
tada desde inicios de la misma en elmarco del llamado «Consenso de Washington»,
y del comportamiento de los principales actores de la economía estimulado por ella
(vid por ejemplo Altimir y Beccaria 1998; Schvarzer 1998; Basualdo 2000; Schorr
2000; Altimir, Beccaria y González Rozada 2002).8
El impacto social
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En octubre 2001 el 10% más rico de los hogares del área metropolitana (Gran
Buenos Aires) concentraba la misma porción del ingreso total que el 60% más pobre,
y su nivel de ingreso promedio era casi 34 veces más alto que el del 10% más pobre
de los hogares -casi 80% más que una década atrás, y 25% más que en la coyuntura
hiperinflacionaria de 1989 (Gráfico 1). El aumento de la desigualdad aceleró el cre-
cimiento del empobrecimiento de los hogares (tanto en la proporción de población en
condiciones de pobreza como en la magnitud de ésta), efecto en el que tuvo peso
importante el crecimiento del desempleo: a fines del 200 1 la tasa de subutilización de
la fuerza de trabajo (desempleo abierto más subempleo) rondaba el 35% de la PEA
urbana. Durante ese año más de 830 mil personas ingresaron en el mundo de la po-
breza. Hacia fines del 2001 la brecha entre el ingreso total promedio de los hogares
del Gran Buenos Aires y el precio de la canasta básica total era de casi 46% y consi-
derablemente mayor en algunas provincias (Gráficos 3 y 4).
La transferencia de recursos hacia arriba deterioró a los sectores de ingresos medios
(profesionales, pequeños y medianos empresarios, empleados calificados del sector
servicios, asalariados del sector público ...) particularmente en años recientes. La «nue-







EVOLUCIÓN DEL PIB TOTAL y POR HABITANTE, 1991-2002
[TASAS ANUALES DE VARIACIÓN A PRECIOS DE 1995]
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dueto cayó, la distribución se deterioró, pero la reactivación o el crecimiento no estuvie-
ron acompañados por una distribución del ingreso menos regresiva (Gráfico 2).
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9 La coalición estuvo formada por el Partido Radical, del presidente de la Rúa, yel Frepaso, una convergencia de
partidos de centro-izquierda conducida por el vicepresidente Carlos «Chacho» Álvarez. La coalición debutó
con un resonante tnunfo en las elecciones legislativas de octubre de 1997.
Contrariando los compromisos que le dieron el triunfo electoral en octubre de 1999,
la coalición de gobierno presidida por Fernando de la Rúa dio continuidad al esque-
ma de política económica ejecutado por el gobierno de Carlos Menem y en más de un
sentido 10 profundizó en lo que incidieron el agravamiento de los desequilibrios y
una mayor vulnerabilidad frente a las presiones de los actores más concentrados de la
economía y de los organismos financieros multilaterales." A poco de su inauguración
a principios de diciembre de 1999 una reforma tributaria de sesgo marcadamente
regresivo golpeó los ingresos de las clases medias, buena parte de las cuales consti-
tuía la base electoral del nuevo gobierno. En marzo del 2000 un severo recorte del
gasto público a expensas de los salarios del sector estatal golpeó adicionalmente a
una parte importante de esa misma base. Poco después la aprobación legislativa de
La contribución de la política
sociedad. Con menos experiencia para manejar su nueva situación social, con la me-
moria aún fresca del perdido bienestar, preocupantemente acercados a los pobres «de
siempre»; la clase media empobrecida habría de aportar uno de los ingredientes más
visibles y bullangueros de la ira social de 2001-02.
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un proyecto de reformas al régimen de empleo, impulsado por el Fondo Monetario
Internacional y abiertamente opuesto por las organizaciones sindicales, creó una co-
yuntura de fuertes tensiones políticas. El proyecto, cuyo origen, sentido y objetivos
fueron admitidos por funcionarios de alto nivel del propio gobierno, fue aprobado en
medio de denuncias de sobornos nunca totalmente desmentidas que conducirían, a la
postre, a la renuncia del vicepresidente de la República y a una sustancial modifica-
ción del gabinete presidencial (Vilas 2001a). A partir de entonces la alianza gober-
nante inició un acelerado proceso de desintegración y se fortalecieron en el gobierno
las posiciones más conservadoras y de mayor receptividad a las presiones de los
organismos multilaterales de crédito. Al mismo tiempo la dispersión y paso a la opo-
sición de parte de las fuerzas que habían contribuido inicialmente a la constitución
de la coalición de gobierno obligó a de la Rúa y a su reformulado gabinete a depender
de la colaboración parlamentaria del Partido Justicialista, el gran derrotado en las
elecciones de 1999. La colaboración legislativa del justicialismo explicitó ante sec-
tores amplios de la sociedad la convergencia de los dos partidos políticos tradiciona-
les (el Partido Radical del presidente y el Partido Justicialista) en la continuidad de la
política económica y social y en la buena disposición hacia los requerimientos de los
sectores más concentrados del poder económico y los organismos financieros
multilaterales.
En marzo del 2001 el recurso a un enfoque crudamente ortodoxo de manejo de la
crisis económica generó un conato de rebeldía social que forzó al gobierno a desistir
del intento a los pocos días. La canasta de medidas propuestas incluía severos recortes
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GRÁFICO 4
POBREZA y DESOCUPACIÓ'< EN EL GBA DESDE 1988 ENADELANTE
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El creciente deterioro social reactivó las movilizaciones de protesta y favoreció su
mayor concentración en el área metropolitana. Debilitadas por el crecimiento del
desempleo y por la reorientación de la gestión estatal de la última década, y de hecho
comprometidas con gran parte de la gestión gubernamental de Menem, las organiza-
ciones sindicales canalizaron con poca eficacia el malestar social. Adquirieron en
cambio presencia y notoriedad creciente las organizaciones de desocupados y nuevas
modalidades de movilización. Los «movimientos piqueteros» surgieron como los pro-
tagonistas más destacados de este periodo. Constituidos por desocupados y sus fami-
lias, en algunos casos con vinculaciones a pequeños partidos de izquierda, apelando
a modalidades novedosas de protesta -cortes de rutas y de ealles-, estos movimien-
Protesta social y rechazo electoral
presupuestarios a la educación pública, reducciones adicionales a la ya muy achicada
planta de empleados públicos, recortes en materia de gasto social, entre otros, que
encontraron amplia oposición en los trabajadores organizados y en los sectores medíos
y obligaron aDe la Rúa a desistir de la tentativa. La posterior designación de Domingo
Cavallo como ministro de Economía contribuyó poco, si algo, a mejorar el clima de
opinión y aún menos a resolver los problemas económicos. Ministro de Economía du-
rante gran parte de la presidencia de Carlos Menem, acertadamente identificado como
el padre del modelo de política económica al que sectores cada vez más amplios de la
sociedad responsabilizaban de la crisis, elnombramiento de Cavallo y los hitos princi-
pales de su gestión terminaron de convencer a muchos de la claudicación del gobierno
ante el poder económico-financiero y del olvido de sus promesas electorales. La rebe-
lión social que estallaría nueve meses más tarde debe mucho a esa gestión.
Presentado como poco menos que el salvador de la Patria con el argumento que
nadie mejor que el «padre del modelo» para salir de él o por lomenos para escapar de
su crisis, el fracaso de Cavallo fue jalonado por varios momentos particularmente
irritativos para el humor ciudadano y gravosos para su bolsillo. La reprogramación
parcial de los pagos más apremiantes de la deuda externa generó nuevas denuncias de
corrupción gubernamental. Pocos meses después un recorte de trece por ciento de los
salarios del sector público, lasjubilaciones y las deudas del Estado con sus proveedores
sumó agravios. Para segmentos amplios de la sociedad lo que había comenzado a fines
de 1999 como una propuesta de cambio en un sentido de honestidad administrativa y
progreso social había devenido en una evidencia de promesas incumplidas, vulnera-
ción del Estado de Derecho, fomento a la especulación, inequidades, peleas internas y
dislates. La deslegítimación del gobierno se proyectó al Partido Justicialista, que brin-
daba apoyo parlamentario a todas las iniciativas económicas del poder ejecutivo que
requerían de aprobación legislativa. Además de una preocupación por la gobemabili-
dad, el auxilio parlamentario del PJ era consistente con el disciplinado apoyo que,
durante la década de gobierno de Carlos Menern, había brindado a iniciativas similares.
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10 Con el doble objetivo de neutralizar la estructura politica en la provincia de Buenos Aires, tradicionalmente
hegermnizada por el Partido Jusricialista, y limitar el crecimiento de pequeños grupos de piqueteros en el cono
urbano, el Ministerio de Desarrollo Social a cargo de Graciela Fernández Meijide introdujo una modificación en
la distribución de los planes de empleo de emergencia-hasta entonces fundamentalmente canalizados a través de
los municipios- exigiendo que solo fueran asignados a organizaciones no gubernamentales que se responsabilizaran
de su ejecución. Lejas de contener a las organizaciones piqueteras, esto las institucionalizó y creó condiciones
para su ulterior fortalecimiento. Las organizaciones piqueteras pasaron a crear sus propias ONG, actuando ade-
más como coordinadoras de los pequeños grupos que surgen en los barrios más pobres del Gran Buenos Aires, y
se convirtieron en movimientos sociales organizados con mayor poder de presión y administración propia de los
subsidios recibidos.
tos canalizaron la insatisfacción y los reclamos provenientes de uno de los ámbitos
en que fue más evidente el efecto del esquema de política económica: la pobreza
urbana y el desempleo generado por las privatizaciones y la desindustrialización.
Durante el año 2001 los movimientos piqueteros incrementaron su posiciona-
miento público y su capacidad de reclutamiento y ejecutaron medidas de fuerza (cor-
tes de rutas estratégicas y de accesos a la Ciudad de Buenos Aires) que pusieron en
evidencia una gran coordinación por encima de diferencias ideológicas y capacidad
de disrupción de la vida cotidiana. Pero no sólo el deterioro del mercado de trabajo
está en la base del crecimiento de Josmovimientos piqueteros. Constituidos por tra-
bajadores desocupados, éstos aportaron a los nuevos movimientos el «capital social:
de sus experiencias gremiales y políticas y de negociación con agencias gubernamen-
tales, así como niveles importantes de calificación laboral. Las primeras manifesta-
ciones de la protesta piquetera tuvieron lugar en polos de actividad industrial con una
fuerza de trabajo de muy elevada calificación técnica: hidrocarburos, transporte y
comunicaciones, producción de acero, y similares. Además, muchos de los dirigentes
iniciales del «piqueterisrno» son cuadros sindicales sobre los cuales se hizo sentir
con especial rigor el achicamiento de la planta laboral de las empresas privatizadas.
Estos recientes desempleados aportaron su experiencia de organización y conduc-
ción a los incipientes movimientos; parte importante de la fuerza con que las organi-
zaciones piqueteras hicieron sentir sus demandas se debe a estas circunstancias. Por
su lado, la forma en que el gobierno de Fernando de la Rúa encaró la implementación
de las políticas asistenciales de emergencia creó oportunidades para fortalecer la
autonomía de los movimientos piqueteros y condiciones para que dirigieran sus de-
mandas directamente hacia el gobierno nacional--eliminando o acotando las instan-
cias de mediación y de amortiguación del cont1ictorepresentadas por las autoridades
provinciales y municipales. 10 La reivindicación inicial del empleo se articuló de ma-
nera creciente a cuestionamientos a la política macroeconómica, críticas al sistema
político, derechos humanos. Gran parte de las políticas asistenciales implementadas
desde esa época son resultado de la eficacia reivindicativa de estas organizaciones.
Las elecciones legislativas de octubre de 200 1explicitaron el grado de deslegiti-
mación de los principales protagonistas del sistema político y la orfandad política del
gobierno. Se registró un 26.3% de ausentismo como promedio nacional, varios pun-
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12 De los US$ 69.843 millones atrapados en el corralito algo más de la mitad (USS 38,568 núllones) correspondió
a depósitos efectuados por 12,3 nillones de personas lisicas -lo que arroja cuentas con Indepósito promedio de
poco más de USS 3100. Pero mientras el promedio del monto de depósitos a plazo fijo era de US$ 18,350 por
cuenta, el promedio de los depósitos a la vista cm de US$ 860 por cuenta (Cafiero y Llorens 2002:161 y sigs.).
13 En el último trimestre de 2001 la relación depósitos en cuenta corriente/M 1 era de 50.1%, mientras que
la relación depósitos en cuenta corriente/Plñ era de 3.5%. Estimaciones del IEFE (Instituto de Estudios
Fiscales y Económicos) sobre la base de cifras del Banco Central y del Ministerio de Economía.
En un esfuerzo de detener la huída de divisas protagonizada por el sistema financie-
ro, Cavallo cercó todas las cuentas bancarias, prohibiendo extracciones en efectivo
de más de US$ 300 por semana por persona -cuando el precio de la canasta de con-
sumo básico familiar superaba los US$ 550 mensuales. Toda operación por más de
esa suma debería efectuarse por medio de cheques, tarjetas de crédito o de débito
contra las cuentas respectivas. El intento fue tardío porque para entonces la salida de
capitales protagonizada por los grandes operadores del sistema fmanciero, incluidos
los propios bancos, había adquirido características de masividad. También fue un
intento mal orientado, ya que afectó fundamentalmente los depósitos de pequeño y
mediano monto del sector formal de la economía, pero con un impacto amplío sobre
la economía informal y los sectores medios de menores recursos." Fue, finalmente,
una medida insensata, en cuanto el cambio de conductas que ella implicaba (pasar de
la realización de operaciones en efectivo a un sistema de operaciones intermediadas
por el sistema financiero) se lleva a cabo con un ritmo que no es el que pretendía
imponer la desesperación de Cavallo. No sólo requiere de un «cambio cultural» en la
gente, sino ante todo someter al sistema bancario a una ampliación gigantesca a fin
de atender a una multiplicación exponencial de pequeños clientes.
Debido al bajo Índice de bancarización de la economía argentina. la medida ge-
neró una reducción severa de las operaciones, con el consiguiente quiebre de la cade-
na de pagos." El impacto fue particularmente grave en los grupos de ingresos me-
dios y bajos, y en el sector informal de la economía, cuyas transacciones se realizan
en efectivo. Verdaderas avalanchas se escenificaron en las puertas de los bancos, de
gente que trataba de abrir una cuenta de ahorro que le permitiera seguir operando. La
parálisis de las actividades se sintió especialmente en los sectores pequeños y media-
nos del comercio y la producción. Un enjambre de pequeños establecimientos, de
El final
perado por los acontecimientos y crecientemente cuestionado incluso por miembros
del gabinete presidencial, Cavallo no supo o no quiso reconocer la gravedad de los
problemas -reconocimiento que habría implicado aceptar la inevitabilidad de salir del
esquemaque él mismo había impulsado y que se empeñaba a toda costa en sostener-. A
principios de diciembre adoptó la decisión que a la postre acabaría con él y con el
presidente que lo sostuvo hasta el final, contra todo consejo: el corralito.
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14 Fradkin (2002) enfatiza los ingredientes de autoorganización de la protesta social de diciembre a partir de antece-
dentes a lo largo de ese mismo año, incluyendo presiones a comercios para la distribución de alimentos. Bonasso
(2002) en cambio carga las tintas sobre la manipulación de los escenarios de empobrecimiento y malestar social
por parte de algunos dirigentes municipales del PJ en la provincia de Buenos Aires, interesados en desestabilizar
prestadores de servicios personales, de micro emprendimientos, quedaron fuera de
juego, imposibilitados de operar activa o pasivamente de acuerdo a las nuevas reglas.
E) momento de la medida cooperó para agravar su impacto: inicio de la temporada
navideña y víspera de la época en que gran parte de los argentinos realiza gastos
adicionales o toma sus vacaciones. De lanoche a lamañana gran cantidad de familias
debió archivar sus planes de viaje y sus compras de temporada. Si la cuestión vaca-
cional golpeó sobre todo a las clases medias que durante la década de 1990 se habían
acostumbrado a frecuentar destinos turísticos en el exteríor, el golpe al consumo se
asestó también a las familias de ingresos más bajos, donde subsiste la tradición de
algún pequeño gasto extraordinario para esas fechas: por lomenos, la sidra y el «pan
dulce» de la Nochebuena, y algún regalito barato para los pibes.
Todo esto se vino abajo con el corralito y explica el malestar, el enojo y sobre todo
la inseguridad que se apoderaron de una enorme porción de la sociedad argentina. Para
muchos fue la sensación de quedarse sin piso de sustentación, de no saber qué hacer,
dónde ir, a quién reclamar. Tratando desesperadamente de rescatar al sistema financie-
ro colocado al borde del quebrantamiento por la fuga de capitales que ese mismo siste-
ma había auspiciado, el gobierno de Fernando de la Rúa se echó encima la ira de la
sociedad. La intensidad de esa ira va más allá de la magnitud efectiva de los fondos
secuestrados. En los hechos, se esfumó con el corralito la fantasía, alimentada demane-
ra entusiasta por millones de argentinos a lo largo de una década, de vivir en un país del
primer mundo, de tener unamoneda a la par del dólar,de serciudadanosde la cosmópolis.
Una fantasía que, alimentada conspicuamente por el discurso oficial de los sucesivos
gobiernos y por la colaboración de gran parte de los medios masivos, soslayaba
sistemáticamente otros ingredientes del modelo: el empobrecimiento y el desempleo
creciente, la desigualdad en ascenso y la fragmentación indetenible del tejido social.
Fue precisamente en esta cara, imposible de disimular, de este modelo, donde tu-
vieron lugar las primeras manifestaciones del estallido social: el mundo del subempleo
y el desempleo encubierto y de la pobreza generalizada, castigados por la
desmonetización del sector informal provocada por el corralito. Los disturbios que se
escenificaron a mediados de diciembre son la expresión de ese acentuado clima de
hastío social y de agravado empobrecimiento en el marco del precedente repudio elec-
toral. Concentrados fundamentalmente en las zonas más empobrecidas del área metro-
politana, su expresión más traumática fue el saqueo de comercios, particularmente de
alimentos y bienes de consumo. El pico de estos hechos se registró los días 18y 19de
diciembre, yel debate respecto de cuánto de espontaneidad y cuánto de organización
estuvo presente en ellos sigue abierto." Al promediar la tarde del 19, 37 personas
93J,~"~a~~~ ___
al gobierno de remando de la Rúa. Camarasa (2002) pone el acento en la explicitación del aislamiento y crisis
interna del gobierno de Fernando de I~Rún y de su ministro Cavallo, provocada por el t::ltallillo social. El saqueo
de supermercados no es nuevo en Argentina. Sil precedente más recordado es el de 1989, en el marco de otra crisis
que también condujo a la finalización anticipada de otro presidente (Raúl Alfonsin). Sin la masividad de ese
antecedente ni la que habría de registrarse en diciembre de 200 1,ataques y amenazas de ataques a supermercados
para obtener la distribución gratuita de alimentos a grupos de desocupados y familias indigentes se hablan venido
registrando en los últimos años de la década de l':l'XI-usualmente remitidos por los medios de comunicación a la
sección de noticias policiales-, y en todo caso recogidas sobre todo por medios de circulación local. Lo que
destaca de las acciones del 1g Y19 de diciembre es su masividad y su violencia, así como haberse dirigido tanto
contra grandes supermercados como contra pequeños comercios de barrio.
Un aspecto importante de la crisis política de diciembre 200 1 fue su procesamiento
institucional a través de mecanismos constitucionales. Un hecho de masas detonó la
caída del gobierno de Fernando de la Rúa, pero la sucesión presidencial se llevó a cabo
de acuerdo a los procedimientos institucionales previstos para esa hipótesis. La propia
espontaneidad de la protesta colectiva, por lo tanto su carencia de organicidad, contri-
Después del diluvio
habían muerto en todo el país producto de la intervención policial y de la reacción de
los comerciantes saqueados. Acosado por el aislamiento político y por una realidad
sobre la que carecía de capacidad de control, De la Rúa removió a último momento al
ministro Cavallo. Buscando poner fin a los disturbios, decretó el estado de sitio, que
habilita la intervención de las fuerzas armadas en la represión de la protesta social.
Lejos de aplacar los ánimos, fue la medida que colmó lo poco de paciencia y que
disipó las últimas dudas que quedaban en la clase media porteña. Agraviados por el
corraJito y por la prepotencia del discurso presidencial que fundamentó el estado de
sitio, frustrados en sus expectativas de cambio, centenares y después miles de gente de
barrios de clase media comenzaron espontáneamente a expresar con cacerolas, bocinas
de automóvil y gritos su repudio al gobierno, y se dispuso a marchar hacia la Plaza de
Mayo, frente a la casa de gobierno, y a la Plaza de los Dos Congresos, frente al parla-
mento. Otros optaron por concentrarse y manifestar ruidosamente su protesta frente a
la residencia oficial del presidente. Esa noche la clase media dejó atrás el miedo que la
venía arrinconando desde la época de la dictadura y que veinte años de democracia no
habían conseguido diluir, y puso el cuerpo. Unos, agraviados por el corralito; otros,
como continuidad del voto de octubre; todos, unidos por la que devendría en consigna
de protesta de ahí en más: «Que se vayan todos». Esa noche la Plaza de Mayo de la
ciudad de Buenos Aires, escenario tradicional y símbolo de la masividad ciudadana, se
colmó de gente que, sin convocatoria previa, se unificó detrás de aquella consigna.
Después de un primer desbande producto de la represión policial, la gente volvió a
reunirse en la mañana del día 20. La respuesta aún más brutal del gobierno, al costo de
seismanifestantes muertos, sólo aceleró e hizo más cruento el inevitable final. Al atar-
decer, tras presentar su renuncia, De la Rúa abandonó el gobierno.
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15 Los hechos de protesta social contabilizados en el gráfico incluyen.cortes de rutas, calles, puentes y
avenidas; actos)' concentraciones públicas; movilizaciones y marchas; y otras manifestaciones de repu-
dio o reclamo a instituciones o personas consideradas representativas de alguna estructura de poder
(gobierno y sus funcionarios,partidos políticos y sus dirigentes, legisladores,miembros del poder judicial,
empresas. bancos, fuerzas policiales, etcétera).
16 Las cifras referidas a la cantidad de personas quc participan en hechos de protesta solo tienen valor
indicativo de órdenes de magnitud; una misma persona es «contada.. de acuerdo al número de hechos de












EVOLUOÓN DE LA PROTESTASOClAL SEGÚN NÚMERO DE HECHOS
[ENERO-üCTUBRE DE 2002]
buyó además al procesamiento dc la crisis por los actores políticos cuestionados en la
elección de octubre y ausentes en los acontecimientos del 19 y 20 de diciembre. La
consigna «que se vayan todos» alimentó las energías contestatarias de las masas pero la
aceleración de los tiempos por la propia dinámica de masas conspiró contra su eficacia
en términos de generación de modificaciones relevantes en los actores y en los escena-
rios. Por otro lado, pero con efectos coadyuvantes, el estallido social que derrocó a de
la Rúa fue un fenómeno exclusivamente metropolitano, y sobre todo de la Ciudad de
Buenos Aires, sin equivalentes en el resto del país, que se notificó sin activismo del
resultado de la agitación porteña y de los trámites posteriores.
Esta misma concentración geográfica se registró a lo largo del 2002. Facilitada
por la tolerancia de las nuevas autoridades, la protesta social contra el corralito y tras
la consigna «que se vayan todos» alcanzó durante el primer cuatrimestre de ese año
niveles desconocidos hasta entonces (gráfico 5). tS Pero fue un fenómeno predomi-
nantemente metropolitano: 20% de los hechos de protesta y otro tanto de los partici-
pantes correspondió a la ciudad de Buenos Aires, y porcentajes similares a los muni-
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EVOLUCIÓN DE LA PARTICIPACIÓNE\J LA PROTESTASOCIAL
[ENERO-OCTUBRE DE 2002,MILES DE PERSONAS]
Sin embargo, la evolución de la protesta social durante 2002 muestra un recorri-
do diferente al de la crisis. La cantidad de participantes registró fuertes oscilaciones,
sobre todo en el interior del país (Gráfico 6) y el número de hechos se redujo tanto en
la ciudad de Buenos Aires como en el conjunto del país (Gráfico 5).
-Relación entre el ingreso medio del 10"10más rico de los hogares y el del 10% más pobre.
FUENTE: INDEC, Encuesta Permanente de Hogares.
Fecha de la Bajo la línea de Bajo la línea de Coeficlen· Indicede
observa- pobreza en % Indigencia en -/o te de Ginl polariza-
ción cién"
HOGARES PERSONAS HOGARES PERSONAS
Oct. 2001 25.5 35.4 8.3 12.2 44.8 33.9
Mayo 2002 37.7 49.7 16.0 22.7 45.2 46.4
Oct. 2002 42.3 54.3 16.9 24.7 53.7 39.3
CUADRO 1
EVOLUC[Ó~ DE LA POBREZAy LA DESIGUALDADEN EL ÁREAMETROPOLITANA,2001 y 2002
La permisividad institucional redujo el potencial de conflicto de estas manifesta-
ciones, a pesar de que, en lo inmediato, la situación social siguió deteriorándose.
Pobreza, desigualdad y polarización social se acentuaron de manera dramática, en
algunos casos duplicando los niveles de los que contribuyeron a detonar la explosión
de diciembre 2001 (Cuadro 1).
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17 Represeutativo de los reclamos de mano dura es el editorial del diario conservador La Nación, del) Ode agosto
de 2002. Sin embargo, el 26 de junio dos mi litantes de organizaciones piqueteras murieron como resultado de
la represión lanzada por In policía de la provincia de Buenos Aires en el municipio de Avellaneda.
18 El programa entrega el equivalente de $ l50 por mes a cada beneficiario. en bonos del gobierno nacional que
funcionan como una cuasi moneda de libre circulación. Se completa con un plan de distribución subsidiada de
medicamentos y la dismbucíon de alimentos en especie.
Diversos factores incidieron en esto. En primer lugar, el gobierno nacional permitió
que las expresiones de protesta se prolongaran hasta que sus participantes con menor
nivel de militancia, o cuyas demandas encontraban algún tipo de satisfacción, fueran
abandonando o reduciendo la participación. Frente a los reclamos desde la derecha del
espectro político de apelar a la «mano dura» contra los piqueteros y de crirninalizar la
protesta social, el gobierno nacional optó por una tesitura de tolerancia. 11
Hubo asimismo una reorientación de la protesta social. Las más nutridas y bulli-
ciosas movilizaciones en tomo al corra lito tuvieron como principal blanco a los ban-
cos que, en el imaginario de los afectados, se habían quedado con sus depósitos. En
este sentido la disposición del poder judicial de hacer lugar a los reclamos de los
afectados por el corralito, y poco después algunas decisiones gubernamentales que lo
flexibilizaron, también contribuyeron a una descompresión de las tensiones sociales
generadas por este asunto.
Por su lado el manejo de los instrumentos de política económica dio paso a una
tímida reactivación económica, a la que contribuyó asimismo la fuerte devaluación de
la moneda. El nuevo tipo de cambio encareció drásticamente las importaciones, pero
generó un efecto coyuntural favorable a la sustitución de importaciones y de estimulo a
las exportaciones. La circunstancia de que no se hubiera cumplido ninguna de las pre-
dicciones catastróficas que muchos economistas y comunicadores del establishment
financiero habían formulado al abandonarse el esquema de convertibilidad y la paridad
cambiaría (hiperinflación, licuación de los salarios, estampida del tipo de cambio, san-
ciones comerciales e incluso políticas externas a causa del default de la deuda, etcétera)
contribuyó asimismo a mejorar el humor colectivo.
Sin embargo la responsabilidad principal en la reducción de la protesta social
corresponde al manejo de la política asistencia lista de emergencia. La implementación
de un plan amplio de subsidios al desempleo dirigido a jefes y jetas de hogar de todo
el país permitió brindar un mínimo de asistencia monetaria a los grupos indigentes.
Con una cobertura de alrededor de dos millones de beneficiarios -de los cuales 800
mil en el área metropolitana- el programa puso dinero en el bolsillo de los desocupa-
dos y contribuyó a nivel agregado a dinarnizar los distritos más empobrecidos, en
cuanto es en los pequeños comercios de barrio donde se satisface la demanda de
consumo de los sectores más vulnerables." Al mismo tiempo el programa abrió ca-
nales de diálogo y negociación entre el gobierno nacional, los gobiernos municipales
y las organizaciones de desocupados.
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19 Vid por ejemplo Izumi (2002); Gallo (2002); Márquez (2002).
La definición de un calendario electoral que deberá culminar con la elección de un
nuevo gobierno nacional contribuyó adicionalmente a descomprimir la tensión social.
Al mismo tiempo volvió a instalar a los partidos políticos en el centro de la escena
institucional, presentando a las expectativas de la población referentes distintos y más
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PROMEDIO DE PARTICIPACIÓN POR HECHO DE PROTESTA
[ENERD-OCTUBREDE2002,EN CANTIDAD De PERSO:-lAS]
Finalmente, cambiaron el sentido y las modalidades organizativas de la protesta
social. En la ciudad de Buenos Aires siguieron predominando las manifestaciones en
torno a cuestiones que de una u otra manera implican algún tipo de intervención del
gobierno nacional -por ejemplo el corralíto o la desdolarización de las transaccio-
nes- mientras en el resto del país los temas locales fueron cobrando mayor relevan-
cía." Por otro lado, junto con el cansancio y el desgaste, que desalentaron a muchos,
las manifestaciones de protesta social ganaron en organización y en convocatoria.
Menos numerosas, fueron sin embargo mucho más masivas, mejor organizadas y
más politizadas. El papel de algunos pequeños partidos políticos de izquierda parece
haber sido decisivo en este último aspecto. El gráfico 7 muestra la tendencia ascen-
dente del promedio de participación por hecho. No debe acordársele empero más
valor que el registro de una tendencia, en la medida en que el peso cuantitativo de
centenares de pequeñas manifestaciones lleva a subrepresentar las menos frecuentes,
pero exponencialmente más numerosas, grandes concentraciones y marchas.
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20 Por ejemplo, el recorte salarial de marzo 2000 afectó a un sector social -los empleados públicos- que venia
siendo severamente descalificado desde los tiempos de Menem. El lenguaje oficial y el de los medios de
comunicación presentó al típico empleado público como un burócrata opuesto a la modernización, perezoso y
chapucero, vegetando detrás de una ventanilla o jugando al solitario en la computadora. Una imagen que en el
nuevo gobierno fue complementada con denuncias de complicidad con el menemismo que entorpecían la labor
regeneradora de la nueva administración (vid por ejemplo Cash. SuplementoEconomico del diario Página 12
(Buenos Aires), ediciones del 16 y 23 de enero 20(0). El recorte salarial del 13%enjulio 2001 agregó un nuevo
capitulo a una historia larga de contracción del consumo.
El incumplimiento de las promesas electorales de reforma del modelo
macroeconómico, transparencia institucional y una distribución más equilibrada de
los esfuerzos y de los beneficios, que habían constituido el eje de las promesas que
permitieron a Fernando de la Rúa ganar las elecciones de 1999, instaló sentimientos
de frustración, enojo e injusticia en quienes debieron pagar -con desempleo, deterio-
ro de los ingresos, caída del consumo- el costo de la continuidad. Las medidas adop-
tadas a lo largo del 2001 ahondaron la fragmentación de la sociedad. Un pésimo
manejo de la comunicación social, que publicitaba los estilos frívolos de vida de
algunos integrantes de la familia del presidente, agregó agravios a una sociedad em-
pobrecida, Lapreservación de los mecanismos de la democracia representativa per-
mitió a sectores amplios del electorado expresar su oposición a ese estado de cosas,
pero la persistencia gubernamental en un desempeño repudiado masivamente acen-
tuó su aislamiento respecto de los reclamos de la ciudadanía.
El cambio violento de escenario provocado por la inmovilización de las cuentas
bancarias y los ahorros de la gente fue el detonante de la violencia y la explosión
posteriores. El golpe asestado a las finanzas y las fantasías de las clases medias tuvo
más impacto desestabilizador que el deterioro de largo plazo de las condiciones de
vida de las grandes mayorías populares. El deterioro social que se había experimen-
tado a lo largo de 2000 y 2001 había tenido cierto gradualismo y de alguna manera se
inscribía en el estilo de gestión que venía ejecutándose desde el gobierno de Menem.
Las medidas de impacto más fuerte en el bolsillo de la población habían sido justifi-
cadas con argumentos plausibles para muchos, y el propio gradualismo había dado
oportunidad a un cierto reacomodo hacia abajo por parte de los afectados, ya acos-
tumbrados e incluso resignados a deslizarse por la pendiente." En cambio el corralito
afectó a todos, se entendió como una medida destinada a salvar a la banca, careció de
3. CONSIDERACIOf'iES FINALES
Después de varios meses de convulsión, la sociedad argentina parece reencauzarse
por senderos de menores tensiones. Ninguno de sus problemas de fondo ha sido resuel-
to y muchos de ellos ni siquiera han sido significativamente abordados. Pero la gestión
del conflicto por canales institucionales y en el marco de la tolerancia democrática,
estabiliza la situación ymantiene abiertas las vías del entendimiento y la negociación.
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una justificación plausible, y se ejecutó en el escenario de aislamiento y notoria debi-
lidad gubernamental emergente de las elecciones de octubre. La ira y la violencia que
se esparcieron por amplias capas de la sociedad argentina deben tanto al impacto
mismo de la medida, como al desprestigio de quienes tomaron las decisiones y a la
frustración que se venía acumulando desde antes. La declaración del estado de sitio,
con el potencial de violencia represiva que normalmente implica, y la represión poli-
cial desatada para aplastar la protesta, terminaron de sellar la suerte del gobierno.
Las medidas de fines del 2001 significaron una ruptura en el ritmo con que venía
avanzando la concentración de los ingresos, empobrecimiento amplio y exacerba-
ción de la desigualdad social (Gráfico 1). La progresividad se transformó en caída
abrupta de la noche a la mañana y puso fin a las estrategias de sobrevivencia que
podían haberse adoptado hasta entonces. Existe en este sentido un paralelismo entre
el quiebre en la progresividad del deterioro social de 1989 y el de 2001. En ambos
casos una crisis profunda alteró el ritmo del deterioro social, liquidó los mecanismos
de adaptación a los que hasta entonces podía haberse echado mano para amortiguar
la caída, y actuó como detonante de estallidos sociales ante la incapacidad o desinte-
rés de los actores políticos de hacerse cargo de las demandas de la gente.
Desde el punto de vista de la institucionalidad democrática, los acontecimientos
de fines del 2001 arrojan resultados ambiguos. Por un lado, ilustran el modo en que,
en escenarios de grave deterioro y fragmentación profunda, decisiones políticas
desacertadas potencian la conflictividad social, al contribuir a difundir en grandes
porciones de población un sentimiento de injusticia, de padecimiento ilegítimo, de
castigo inmerecido, de cierre de horizontes. El estallido social arrasó con el gobierno
que montó el explosivo y encendió la mecha. Pero también muestran la capacidad del
sistema institucional de procesar y contener dentro de sus propios márgenes el con-
flicto social, de neutralizar las presiones más reaccionarias a favor de Una represión
abierta, y de reorientar la protesta social por vías de confrontación pero no violentas.
Finalmente, es posible emparentar los sucesos de diciembr del 2001 enArgentina
con acontecimientos de protesta masiva escenificados recientemente en otros países
de América del Sur. Tanto por el papel que en todos ellos desempeñaron esquemas de
política y ajuste macroeconómico inspirados de una u otra manera en el llamado
«Consenso de Washington» y en los objetivos e intereses de las élites del poder eco-
nómico y financiero, como por la virulencia del desborde popular ante la
deslegitimación de los sistemas políticos respectivos. Y también, por la capacidad
del viejo sistema político de procesar la crisis, y reorientar o neutralizar la protesta
masiva euando el euestionamiento social no alcanza una expresión política propia y
no muestra capacidad de avanzar desde el rechazo -momento inicial imprescindible
de cualquier búsqueda de una alternativa- a la formulación de propuestas viables.
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